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Concepto No. 5627   

Bogotá, D.C., 30 de agosto de 2013
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E.  S.  D.

Ref.:
Revisión constitucional de la Ley 1590 del 19 de noviembre de 2012, “Por medio de la cual se aprueba el ‘Convenio modificatorio del Acuerdo de cooperación en materia de asistencia jurídica entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos el siete de diciembre de mil novecientos noventa y ocho, suscrito en ciudad de México, el 1 de agosto de 2011”. 

Magistrado Ponente: Dr. MAURICIO GONZÁLEZ CUERVO               Expediente LAT-402.

Concepto No. 5627 
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2, y 278, numeral 5, de la Constitución Política, y 7° del Decreto 2067 de 1991, el Jefe del Ministerio Público procede a rendir concepto en el asunto de la referencia. 

1.
Preliminares
Para cumplir con lo previsto en el artículo 241, numeral 10°, de la Constitución, la Secretaría Jurídica de la Presidencia de la República remitió a la Corte Constitucional, el 20 de noviembre de 2012, copia auténtica de la Ley 1590 del 19 de noviembre de 2012, que contiene aprobado el instrumento público internacional de la referencia, ante lo cual el Magistrado Ponente, mediante auto de 7 de diciembre de 2012, avocó el conocimiento del presente proceso y ordenó la práctica de pruebas encaminadas a establecer los antecedentes del instrumento internacional y de su Ley aprobatoria.

2.
Análisis formal

Por Aprobación Ejecutiva del 9 de febrero de 2012, el Presidente de la República de Colombia dispuso someter el “Convenio modificatorio del Acuerdo de cooperación en materia de asistencia jurídica entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos, suscrito en ciudad de México el siete de diciembre de mil novecientos noventa y ocho” suscrito en Ciudad de México, el 1 de agosto de 2011, a la consideración del Congreso de la República, para su discusión y aprobación, conforme a lo dispuesto en el artículo 150.16 de la Carta Política.
Al no haber un trámite especial para las leyes aprobatorias de los tratados internacionales y su incorporación a la legislación interna, corresponde seguir el trámite previsto en los artículos 157, 158, 160 y 165 de la Carta para las leyes ordinarias, con la precisión de que, según el artículo 154 Superior, el proceso legislativo debe empezar en el Senado.

Vistos los documentos que obran en el expediente, se puede establecer que el proyecto de ley radicado con los números 213 de 2012 en el Senado y 240 de 2012 en la Cámara tuvo el siguiente trámite:

El proyecto de ley fue radicado por el Gobierno Nacional  en el Senado de la República el 23 de marzo de 2012, por medio de los Ministros de Relaciones Exteriores y de Justicia y del Derecho. El texto original del proyecto, junto con su respectiva exposición de motivos, fue publicado en la Gaceta del Congreso No. 96 del 23 de marzo de 2012. Con estas actuaciones se cumple con los requisitos constitucionales de presentación e inicio del trámite del proyecto (art. 154) y de su publicación antes de darle trámite en la comisión respectiva (art. 157.1).

La ponencia favorable para primer debate en la Comisión Segunda del Senado fue presentada por el Senador Carlos Emiro Barriga Peñaranda, conforme se desprende de la Gaceta del Congreso No. 158 de 2012. 

El Proyecto fue anunciado el 8 de mayo de 2012, según consta en el Acta número 22 de esa comisión publicada en la Gaceta del Congreso 547 del 23 de agosto de 2012 y fue aprobado el 9 de mayo de 2012, según consta en el Acta No. 23 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso No. 548 de 2012.

Según certificación del Secretario General de la Comisión Segunda del Senado, la proposición final, la omisión de la lectura del articulado, el articulado propuesto, el título del proyecto y el querer que éste tenga segundo debate y se convierta en ley de la República, fueron aprobados conforme al artículo 129 de la Ley 5 de 1992, modificado por el artículo 1° de la Ley 1431 de 2011. En relación con el quórum, el citado funcionario manifestó que quedó integrado por los 13 Senadores que conforman la Comisión Segunda del Senado, algunos de los cuales contestaron la lista al iniciar la sesión y otros se hicieron presentes durante el transcurso de la sesión.

La ponencia positiva para segundo debate en el Senado de la República fue presentada por el Senador Carlos Emiro Barriga Peñaranda y fue publicada en la Gaceta del Congreso No. 256 de 22 de mayo de 2012.

El Proyecto fue anunciado el 22 de mayo de 2012, según consta en el Acta de la Sesión Plenaria del Senado de la República No. 48 publicada en la Gaceta del Congreso No. 414 del 10 de julio de 2012, en la que se lee: “[P]or instrucciones de la Presidencia y, de conformidad con el Acto Legislativo 01 de 2003, por Secretaría se anuncian los proyectos que se discutirán y aprobarán en la próxima sesión […] Proyecto de ley número 213 de 2012 Senado”. En la parte final del acta se observa “[s]iendo las 11:40 p.m., la Presidencia levanta la sesión y convoca para el día miércoles 23 de mayo de 2012, a las 3:00 p. m”.
En efecto, el proyecto fue debatido y aprobado en la sesión plenaria que se llevó a cabo el día 23 de mayo de 2012 con un quórum de 93 de los 100 senadores, como consta en el Acta de Plenaria No. 49 de la misma fecha, publicada en la Gaceta del Congreso No. 415 de 10 de julio de 2012, mediante votación ordinaria conforme al artículo 129 de la Ley 5ª de 1992, según se desprende de lo consignado en esta gaceta y en la certificación expedida por el Secretario General del Senado de la República el 31 de enero de 2013.

El texto definitivo del proyecto de ley aprobado en la plenaria del Senado de la República fue publicado en la Gaceta del Congreso 292 del 31 de mayo de 2012.

La ponencia positiva para primer debate en la Cámara de Representantes fue presentada por el Representante Eduardo José Castañeda Murillo y aparece publicada en la Gaceta del Congreso 512 del 14 de agosto de 2012.

El proyecto de ley fue anunciado para primer debate en la sesión del 22 de agosto de 2012, tal como se observa en el Acta 6 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso 653 del 28 de septiembre de 2012 en la que se lee: “[a]nuncio de proyecto de ley en sesión de Comisión del día 22 de agosto de 2012, para dar cumplimiento al artículo 8° del Acto Legislativo 01 de 2003 para ser discutido y votado en la próxima sesión donde se discutan y aprueben Proyectos de ley. […] Proyecto de ley número 240 de 2012 Cámara, 213 de 2012 Senado”. En la parte final del Acta aparece que el Presidente de la Comisión dijo: “agotado el Orden del Día se levanta la sesión y se cita por Secretaría para la próxima semana”. 

El Proyecto de ley fue debatido y aprobado por unanimidad en votación ordinaria de acuerdo a la Ley 1431 de 2011, con la presencia de 15 Representantes a la Cámara, en la sesión del 28 de agosto de 2012, como se anota en la certificación expedida por la Secretaría General de la Comisión Segunda de la Cámara de Representantes y se hace constar en el Acta No. 7 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso 692 del 12 de octubre de 2012. 

La ponencia positiva para segundo debate en la Cámara de Representantes fue presentada por el Representante Eduardo José Castañeda Murillo y publicada en la Gaceta del Congreso No. 651 del 28 de septiembre de 2012.

El proyecto fue anunciado en sesión del 9 de octubre de 2012, según consta en el Acta N° 159 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso No. 81 del 12 de marzo de 2013, en la que se lee: “[s]e anuncian proyectos para el día miércoles 10 de octubre del 2012 o para la siguiente Sesión Plenaria en la cual se debatan proyectos de ley o actos legislativos, de acuerdo al Acto Legislativo número 01 de julio 3 de 2003, en su artículo 8°. […] Proyecto de ley número 240 de 2012 Cámara, 213 de 2012 Senado”.
En efecto, el proyecto fue debatido y aprobado en la sesión plenaria que se llevó a cabo el 10 de octubre de 2012, como consta en el Acta No. 160 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso No. 82 del 12 de marzo de 2013, con la asistencia de 140 Representantes, según se desprende de lo consignado en esta Gaceta y en la certificación expedida el 19 de diciembre de 2012 por el Secretario General de la Cámara de Representantes. 

Visto el procedimiento legislativo descrito esta Jefatura concluye que se cumplió con la exigencia constitucional del inciso primero del artículo 160
 y que se le dio cabal cumplimiento al artículo 162 Superior, en donde se señala que “ningún proyecto de ley podrá ser considerado en más de dos legislaturas”.
Por último, se tiene que el 19 de noviembre de 2012 el Presidente de la República sancionó la Ley 1590 de 2012, por medio de la cual se aprueba el Acuerdo objeto de estudio. Y como consecuencia de ello, el texto de la Ley 1590 de 2012 fue remitido el día 20 de noviembre de 2012 por la Secretaría Jurídica de la Presidencia de la República a la Corte, cumpliendo así el término de 6 días establecido en el artículo 241.10 Superior.

3. Análisis material

Se examina el aspecto material de la Convención anunciada para verificar si se ajusta al orden constitucional que lo ha de acoger.

Los delitos punibles han desencadenado en nuestro país una serie de repercusiones y trastornos sociales que han afectado la convivencia pacífica de los asociados, situación que ha impulsado al Estado colombiano a fortalecer su capacidad de prevenir y repelar las amenazas de este tipo de actos, a través de medidas con tendencia integracionista, como el intercambio de estrategias innovadoras con otras naciones que permitan una mayor eficacia en la persecución de los responsables de dichos hechos ilícitos.

La creación de herramientas jurídicas que faciliten los procedimientos y diligencias judiciales, como es el caso que nos ocupa, permiten luchar de manera más idónea contra todos los tipos de actos delictivos que demanda la observancia y asistencia de toda la comunidad internacional.

El Convenio sub examine modifica el Acuerdo de Cooperación en materia de asistencia jurídica suscrito entre México y Colombia, suscrito el 7 de diciembre de 1998, aprobado por la Ley 569 de 2000. Sobre la constitucionalidad de este tratado se pronunció la Corte en la Sentencia C-1334 de 2000, en el trámite del Expediente LAT-179. 

El Convenio modificatorio se inscribe en un marco de cooperación bilateral entre las Repúblicas de México y de Colombia, en el cual la actualización de mecanismos en materia de cooperación judicial, la implementación de  medios tecnológicos que faciliten la práctica de pruebas y la regularización de las formas de compartir bienes y activos decomisados, se convierten en instrumentos relevantes para alcanzar un mayor grado de eficacia en el control de la delincuencia transnacional.

El presente instrumento internacional guarda estrecha relación con el propósito inicial del Acuerdo de cooperación en materia de asistencia jurídica, de prestarse los Estados Parte una amplia asistencia jurídica en la realización de las investigaciones y procedimientos penales, cuya competencia corresponda a las autoridades de la Parte requirente, conforme los parámetros establecidos en el Convenio y en el ordenamiento jurídico de cada uno; así mismo, se observa que es concordante con las obligaciones contraídas por el Estado colombiano para la lucha contra la delincuencia en sus diferentes ámbitos.
Así, el Convenio modificatorio consiste en lo que a continuación se indica:

El preámbulo contiene expresiones de buena voluntad tendientes a fortalecer la cooperación en materia de asistencia jurídica entre las Partes y conviene adicionar el Acuerdo de Cooperación en materia de Asistencia Jurídica entre los dos Estados, suscrito en ciudad de México el 7 de diciembre de 1998.

El artículo 1° reemplaza el artículo XI del Acuerdo inicial, relacionado con el procedimiento para hacer efectiva la ejecución de la solicitud de asistencia. Por su parte el artículo 2° incluye al artículo XII el XII BIS y el XII TER en los que se hace mención a la audiencia por videoconferencia y a la transmisión espontánea de medios de prueba y de información, respectivamente. 

El artículo 3° adiciona nuevos artículos después del artículo XVIII del Convenio modificado; los artículos XVIII BIS referente a otros instrumentos de cooperación; XVIII TER  concerniente a la devolución de bienes o activos decomisados en el marco del presente Acuerdo; XVIII QUATER relativo a la opción que tienen las partes para solicitar la compartición de bienes o activos decomisados y su formalidad; XVIII QUINTUS en el que se prevé la moneda y la forma de pago de bienes o activos compartidos los cuales será de mutuo acuerdo; y el XVIII SEXTUS que hace alusión a la autonomía que gozan las Partes para la destinación de los bienes de la compartición. 

El artículo 4° reemplaza el artículo XX del Acuerdo de Cooperación modificado y concede la exención de toda legalización consular a los documentos previstos en el instrumento in examine.

El artículo 5° del Convenio añade el artículo XX Bis, que implementa mecanismos para facilitar la cooperación jurídica en materia penal, tales como el intercambio de experiencias en materia de investigación, de información en sistemas judiciales, capacitación y actualización en asuntos que abarcan el Acuerdo sub examine.
Por último, el artículo 6° regula la entrada en vigor del Convenio modificatorio.
Basta revisar el contenido del Convenio para advertir que las modificaciones y adiciones introducidas por éste al tratado inicial, corresponden a ajustes necesarios para hacerlo viable en vista de la realidad sobreviniente.

Así las cosas, el Ministerio Público encuentra que tanto el Acuerdo modificatorio en comento como su ley aprobatoria no contravienen el orden constitucional (artículos 9°, 226 y 227) sino, por el contrario, contribuyen a la internacionalización de las relaciones políticas, económicas, sociales y ecológicas de Colombia sobre bases de equidad, reciprocidad y conveniencia nacional, con respeto al principio de soberanía nacional y a la autodeterminación de los pueblos; así mismo su contenido se encuentra dentro del marco previsto para estos instrumentos internacionales en la Convención de Viena, aprobada por la República de Colombia mediante la Ley 32 de 1985.

Concomitante con lo anterior, el Acuerdo modificatorio cumple con los principios constitucionales de equidad y reciprocidad, toda vez que la totalidad de las disposiciones del Acuerdo se basan en un sistema de compromisos mutuos, lo cual refleja un tratamiento equitativo que a su vez implica reciprocidad.

Ahora bien, uno de los postulados del preámbulo de la Constitución consiste en la búsqueda de la justicia y su eficacia dentro del conglomerado social, fines que son preservados en el instrumento internacional in examine en tanto busca implementar medios que permitan dar mayor celeridad y seguridad jurídica a la ejecución de solicitudes de asistencia.

Por otra parte, se evidencia la afinidad del Acuerdo modificatorio con los presupuestos constitucionales, al introducir nuevos mecanismos que permitan facilitar la cooperación, señalando de manera expresa en su artículo XX BIS, el intercambio de experiencias y de información, así como la realización de actividades tendientes a capacitar a los funcionarios encargados del área penal, con el fin de constituir acciones eficaces contra la globalización del delito, respetando el marco de las limitaciones y condiciones que imponga el ordenamiento jurídico interno de los países signatarios.

En síntesis, considera esta Vista Fiscal que el contenido del precitado Acuerdo modificatorio guarda congruencia con el ordenamiento interno colombiano al incorporar mecanismos complementarios en materia de asistencia jurídica entre los Estados Parte, salvaguardando los preceptos jurídicos y constitucionales de cada uno.

4. Conclusión

En mérito de lo expuesto, el Procurador General de la Nación solicita a la Corte Constitucional declarar la EXEQUIBILIDAD del “Convenio modificatorio del Acuerdo de cooperación en materia de asistencia jurídica entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos, suscrito en ciudad de México el siete de diciembre de mil novecientos noventa y ocho’, suscrito en ciudad de México, el 1° de agosto de 2011”, y de la Ley 1590 del 19 de noviembre de 2012, por medio de la cual fue aprobado el citado Convenio.

De los Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación

GMR/Yortiz
� ARTICULO 160. Entre el primero y el segundo debate deberá mediar un lapso no inferior a ocho días, y entre la aprobación del proyecto en una de las cámaras y la iniciación del debate en la otra, deberán transcurrir por lo menos quince días.
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